
En San Miguel, a dieciocho de abril de dos mil veintid s.ó

Vistos, o dos los intervinientes y teniendo presente:í

PRIMERO:  Que  en  causa  RIT  7976-2021  -  RUC  2100595929-K, 
sustanciada  ante  el  Juzgado  de  Garant a  de  San  Bernardo,  en  Audiencia  deí  
Preparaci n de Juicio Oral, realizada el 29 de marzo 2022, se resolvi  excluir todaó ó  
la prueba del Ministerio P blico, por haber sido obtenida con inobservancia deú  
garant as  fundamentales,  espec ficamente  la  garant a  del  debido  proceso  y  elí í í  
derecho a la inviolabilidad del domicilio. 

En t rminos muy resumidos, los argumentos de la juez é a quo para decretar 
la exclusi n de la prueba del Ministerio P blico pueden resumirse as :ó ú í

Las  polic as  excedieron  las  facultades  que  tienen  para  actuar  sin  ordení  
previa, desde que, una vez recibida la denuncia por la v ctima quien se al  haberí – ñ ó  
sido amenazada y apuntada con un arma de fuego-, la acompa aron desde suñ  
domicilio hasta la casa de la madre del imputado cerca de dos horas despu s-,– é  
lugar en que sin autorizaci n de ella procedieron a ingresar al domicilio, detener aló  
imputado, registrar el lugar cerrado encontrando ah  municiones (cinco), adem s deí á  
las  llaves  del  auto  estacionado  en  la  casa,  que  abrieron  para  encontrar  una 
escopeta en el portamaletas. 

La juez considera, adem s, para adoptar su decisi n, la existencia de uná ó  
video en que muestra a la propietaria del mismo, la madre del imputado, quien 
se ala una vez que los polic as se encuentran dentro del inmueble, con el hijoñ – í  
detenido y con algunas especies ya incautadas- que ella no iba a firmar el acta de 
entrada y registro, quedando en evidencia a juicio de la juez – a quo- que comienza 
una conversaci n entre el polic a y la madre para que firme el acta, cosa queó í  
efectivamente ella hace con posterioridad.

SEGUNDO: Que, en contra de esa resoluci n dedujo recurso de apelaci nó ó  
el Fiscal Adjunto de la Fiscal a Local de San Bernardo, don Robinson Arriagadaí  
Higueras, argumentando, en lo sustantivo, lo siguiente:

1-.   Que,  de  los  antecedentes  que  existen  en  la  carpeta  investigativa, 
aparece un Acta de Entrada y Registro firmada por la propietaria del inmueble la–  
madre del imputado- quien autoriz  el ingreso al domicilio.ó

2.- Que la exhibici n parcial e incompleta de un video por la defensa noó  
permite dar con un an lisis objetivo, puesto que en el propio video no apareceá  
indicaci n de la fecha ni la hora de ocurrencia de los hechos ah  registrados.ó í

3.- Que la defensa tiene derecho a alegar esta incidencia, pero en todo caso 
es un tema de fondo, pues ello tiene que ver con la valoraci n del video, ejercicioó  
entregado al Tribunal de Juicio Oral en lo Penal.

4.- Que la resoluci n de la juez, finalmente, contradice la decisi n de estaó ó  
Corte, que en fallo de 14 de julio de 2021, declar  legal la detenci n del imputado.ó ó

Solicita, en definitiva, que se revoque la decisi n de la juez ó a quo, y que en 
su  lugar  se  ordene  al  Tribunal  incluir  los  medios  de  prueba  indicados  en  la 
acusaci n  en  el  respectivo  auto  de  apertura  del  juicio  oral,  como prueba  deló  
Ministerio P blico;ú

TERCERO: Que  intervinieron en  estrados,  por  el  recurso,  la  abogada 
asesora del Ministerio P blico do a Alexandra lamos Nanjari y, contra el recurso,ú ñ Á  
el abogado defensor penal p blico don Mario Araya Flores.ú

La representante del Ministerio P blico, en s ntesis, reiter  los argumentosú í ó  
expuestos en la audiencia respectiva y en el recurso de apelaci n presentado y, enó  
el caso del defensor penal p blico, reiter  lo se alado por la defensora p blicaú ó ñ ú  
titular de la causa, y que corresponden, en parte, a los argumentos hechos suyos 
por la juez a quo;
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CUARTO: Que para una adecuada comprensi n de lo que esta Corteó  
debe  resolver,  as  como  del  alcance  de  lo  que  decida,  conviene  indicar  losí  
antecedentes del caso sub lite: 

1.-  Que,  con fecha 26 de  junio  de 2021,  en la  62  Comisar a  de Sanª í  
Bernardo, se inici  un procedimiento policial que dio origen a la detenci n deló ó  
imputado ngelo  Solano Mu oz Paredes,  por  posesi n y tenencia  de armas  yÁ ñ ó  
municiones.

2.-  Que  el  procedimiento  se  inici  cuando  personal  de  Carabineros  seó  
encontraba realizando un patrullaje, momento en que recibieron un comunicado 
radial de CENCO, que informaba que en Pasaje Ger nimo de Alderete N  736,ó °  
comuna de San Bernardo se estaba verificando un hecho posiblemente constitutivo 
de violencia intrafamiliar.

3.-  Que,  en  ese  domicilio,  los  polic as  a  cargo  del  procedimiento  seí  
entrevistaron  con  la  denunciante  Paloma  Ruiz  Ulloa,  quien  les  relat  queó  
momentos antes el imputado ngelo Mu oz, discuti  con ella y luego soc  de unÁ ñ ó ó  
closet una escopeta con la cual la intimid  e intent  golpearla, para luego irse deló ó  
lugar con la escopeta.  La denunciante habr a dicho d nde se ubicar a el imputadoí ó í  
y se alado que la escopeta la llevaba en su veh culo.ñ í

4.- Que, con esos antecedentes, los polic as concurrieron hasta el domicilioí  
del imputado ubicado en calle Los Ciruelos N  01145-A, departamento 21 de la°  
comuna de San Bernardo, lugar al que habr an llegado cerca de dos horas despu sí é  
de los hechos.

5.- Que al llegar al domicilio, seg n lo expone la resoluci n apelada, losú ó  
polic as ingresaron al mismo, sin autorizaci n de la propietaria o encargada, paraí ó  
registrarlo, obtener las llaves del veh culo y detener al imputado. Todo ello, quedí ó 
registrado en un video,  en el  que se  ve a la due a del  inmueble  negando suñ  
autorizaci n y siendo persuadida para firmar el acta, una vez que las polic as yaó í  
estaban adentro del lugar y una vez que ya se hab a registrado el domicilio.í

6.-  Que tampoco  es  discutido  que  existi  el  acta  de  entrada  y  registroó  
firmado por  la  due a  de  la  propiedad,  solo  que  ella  habr a  sido  suscrita  enñ í –  
concordancia con el video- una vez que la polic a ya habr a ingresado y registradoí í  
el domicilio y el veh culo.í

7.- Que, en la acusaci n el Ministerio P blico propuso la siguiente prueba:ó ú
a.-  Prueba  Documental: Oficio DGMN DECAE N  6442/3833,°  

de 2 de julio de 2021, suscrito por el general de Brigada Luis Rojas Edwards.
b.-  Prueba  Testimonial: Los  testigos  Lorenzo  Carriel  Mart nez,í  

Glisner Diaz Jara, H ctor Pinto Molina y Paloma Constanza Ruiz Ulloa.é
c.- Prueba Pericial: El perito Christian Godoy Torres.
d.-  Prueba  Material: un  Rifle  marca  Rubi  Extra,  serie  34402, 

calibre  .22  LR,  incautado  mediante  cadena  de  custodia  4602961;  5  cartuchos 
calibre .22 LR  y 01 cartucho calibre .32 auto, incautados mediante cadena de 
custodia  4602963.

e.-  Otros  Medios  de  Prueba: Set  fotogr fico  compuesto  de  3á  
im genes del informe pericial bal stico N  4904-2021; Set fotogr fico compuestoá í ° á  
por 21 im genes de las especies incautadas y sitio del suceso.á

8.- Que, como ya se se al , la juez ñ ó a quo en la audiencia de preparaci n deó  
juicio oral decidi  excluir toda la prueba presentada por el Ministerio P blico; ó ú

QUINTO: Que esta Corte est  llamada a decidir acerca de si constituyeá  
una inobservancia de garant as fundamentales el ingreso de la polic a al domicilioí í  
de  do a  Alvara  Paredes  Flores,  ubicado  en  pasaje  Los  Ciruelos  N  01145-A,ñ °  
departamento 21, San Bernardo, conforme fue determinado por la juez a quo y, de 
ser as , si proced a la exclusi n de la prueba conforme al art culo 276 del C digoí í ó í ó  
Procesal Penal;

SEXTO: Que para la resolver  la  queastio iuris del  caso  sub iudicie se 
requiere  ponderar  y  analizar  diversos  principios  y  reglas  procedimentales  del 
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enjuiciamiento  criminal,  para  determinar  si,  en  el  caso  de  marras,  se  puede 
apreciar,  como  lo  consider  la  ó a  quo,  una  inobservancia  de  garant así  
constitucionales;

S PTIMOÉ :  Que,  como  cuesti n  previa  que  se  debe  considerar,  cabeó  
indicar  que  la  detenci n  del  imputado  ngelo  Solano  Mu oz  Paredes  fueó Á ñ  
declarada por esta Corte como ajustada a derecho, conforme lo dispone el art culoí  
130 del C digo Procesal Penal, lo que no solo resulta inmutable en esta sede, sinoó  
que debe adem s tener alguna consecuencia jur dica, que conviene analizar.á í

En efecto, la declaraci n de legalidad lo que resuelve, en definitiva, es queó  
el procedimiento policial  mediante el cual se restringi  el derecho a la libertadó  
ambulatoria  de  una  persona,  a  la  cual  se  le  imputa  un  delito,  se  ajust  aló  
ordenamiento  jur dico,  de  modo  tal  que  los  agentes  policiales  puedení  
leg timamente y ello en cuanto normativamente, mas no en la praxis, constituyeí –  
una excepci n- conducir coactivamente a una persona ante un juez. a efectos deó  
imputarle un delito, sin que sea necesario previamente pedirle una orden judicial. 

La declaraci n de legalidad o ilegalidad de la detenci n puede tener algunaó ó  
relaci n o consecuencia- respecto de la evidencia o de lo antecedentes que seó –  
recaban junto a ella, pero esa relaci n m s bien se expresa en la posibilidad deó á  
utilizarlos  considerarlos-  al  momento de tomar alguna decisi n en el  proceso,– ó  
como podr a ser la de decretar una medida cautelar. As , entonces, surge la teor aí í í  
de la inutilizabilidad de la prueba, que permite al juez no considerar dejar de–  
utilizar- por ejemplo alguna evidencia o antecedente al momento de apreciar la 
existencia  de  los  presupuestos  materiales  del  art culo  140  del  C digo  Procesalí ó  
Penal, cuando a su juicio resulta evidente que los mismos ser n excluidos del juicioá  
oral, por haber sido obtenidos con inobservancia de garant as constitucionales. í

Ahora bien, si la detenci n se declar  legal, ello no implica necesariamenteó ó  
que  la  prueba  deba  necesariamente  ser  utilizada  o  considerada  para  la 
determinaci n de ciertas actividades o decisiones judiciales, como podr a ser la deó í  
decretar  una medida cautelar,  porque igualmente y no obstante  ser declarada–  
legal la detenci n- podr a considerarse que la obtenci n de la prueba desacopladaó í ó –  
de la detenci n- lo fue con una inobservancia de garant as constitucionales. ó í

Por ello, y esto es lo relevante, la relaci n entre la legalidad de la detenci nó ó  
el hecho que se pueda decir que los agentes policiales detuvieron a una persona a–  

la  que  se  le  imputaba un delito,  sin  una orden previa,  de manera ajustada a 
derecho porque se  daba una hip tesis  de flagrancia-  no constituye  ó per  se una 
relaci n directa con la legalidad tambi n de la evidencia o de los antecedentesó é  
obtenidos en el proceso, m s all , desde luego, de los registros y ex menes que elá á á  
C digo permite en el contexto de una detenci n.ó ó

Por todo lo dicho, si bien la Corte en su oportunidad consider  legal laó  
detenci n, ello no impide con los l mites precitados- que la prueba obtenida en eló – í  
proceso  que  no  necesariamente  est  vinculada  con  la  detenci n-  pueda  ser– á ó  
excluida de la fase de enjuiciamiento, al considerar que la misma se obtuvo con 
inobservancia de garant as constitucionales.í

OCTAVO: Que conforme a lo ya dicho, el presupuesto f ctico que debeá  
considerarse, porque as  lo tuvo por acreditado la juez í a quo y porque ello no fue 
rebatido por el Ministerio P blico m s all  de argumentar sobre la objetividad delú – á á  
acta-, es que el imputado estaba dentro de la casa de su madre, la propietaria del 
inmueble, dos horas despu s de supuestamente cometer el delito, cuando la polic aé í  
llega a la casa, y sin una orden judicial y sin el consentimiento expreso de ella 
-quien de hecho se  neg  al  ingreso y solo habr a firmado el  acta  una vez yaó í  
verificado el allanamiento-, revisa y registra el inmueble y lo detiene.

En  ese  contexto,  lo  primero  que  debe  descartarse  es  la  alegaci n  deló  
Ministerio P blico, en cuanto a que la juez ú a quo no puede valorar el video y debe 
necesariamente restringir su an lisis al acta, por ser un antecedente que, a su juicio,á  
es  objetivo.  Lo  anterior  constituye  evidentemente  un  error,  que  por  lo  dem sá  
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sobreestima el valor de las actas y el registro de papel, en la discusi n de aspectosó  
tan din micos y finamente f cticos como es el controlar la actividad policial. Por elá á  
contrario, precisamente la mejor forma de verificar si la actividad policial se ajustó 
o no a la legalidad, y si en la misma se respetaron las garant as fundamentales, esí  
contrastando  los  registros  oficiales,  que  desde  luego  son  imprescindibles  -un 
requisito sine qua non, dir amos- con otros antecedentes que el juez pueda tener aí  
la vista. Centrar todo en las actas tiene el riesgo, que a veces se advierte en la 
praxis,  de centrar  nuestra litigaci n  en un ejercicio  banal  de  interpretaci n  deó ó  
registros, muchas veces centrando el debate en el hallazgo de erratas en las actas 
oficiales, a partir de lo cual se infieren interpretaciones y conclusiones diversas. Por 
lo mismo, que la juez haya ponderado un video existente, en la cual se cuestionaba 
el  actuar  policial,  no  solo  no  constituye  una  infracci n  a  la  prohibici n  deó ó  
valoraci n  que  es  por  lo  dem s  inexistente-  sino  que  realza  el  car cter  deó – á á  
gatekeeper que el juez de garant a debe tener en el etapa de preparaci n de juicioí ó  
oral. 

NOVENO:  Que, vinculado  a  lo  anterior,  resulta  evidente  que  si  la 
propietaria del inmueble aquella respecto de la cual est  consagrado el derecho a– á  
la  inviolabilidad  del  domicilio  y  quien  tiene  la  expectativa  de  que  los  agentes 
estatales  no afectar n su privacidad-  no autoriz  el  ingreso a su domicilio,  losá ó  
polic as no debieron hacerlo, no al menos, en lo que importa para la discusi n ení ó  
esta sede, en lo que dice relaci n con el registro del domicilio de Do a Alvaraó ñ  
Paredes Flores y del veh culo que estaba en su casa. í

El  art culo  205  del  C digo  Procesal  Penal,  que  regula  una  excepci ní ó ó  
normativa mas no f ctica- a la entrada de un lugar cerrado, dispone que solo se– á  
puede entrar y registrar un lugar d nde se presumiere que el imputado, o mediosó  
de  comprobaci n  del  hecho  que  se  investigare,  se  encontraren,  cuando  suó  
propietario o encargado consintiere expresamente en la pr ctica de la diligencia.á  
Consentimiento que debe, necesariamente, ser previo al ingreso. 

Si la polic a considera que la propietaria del inmueble o el encargado delí  
mismo podr a no darle la autorizaci n de entrada y registro, lo que debe intentarí ó  
es, mediante el fiscal correspondiente, conseguir una orden de entrada y registro 
judicial y no ingresar al domicilio esperando que, al final, y una vez terminado el 
registro, se obtenga la determinada autorizaci n. De hecho, el propio inciso finaló  
del  art culo  precisado  dispone  que  í “[S]i,  por  el  contrario,  el  propietario  o  el  
encargado  del  edificio  o  lugar  no  permitiere  la  entrada  y  registro,  la  polic aí  
adoptar  las medidas tendientes a evitar la posible fuga del imputado y el fiscalá  
solicitar  al juez la autorizaci n para proceder a la diligencia. En todo caso, elá ó  
fiscal  har  saber  al  juez  las  razones  que  el  propietario  o  encargado  hubiereá  
invocado para negar la entrada y registro .”

La lectura de la norma, previamente ensayada, se refuerza con lo dispuesto 
en el art culo 206 del C digo Procesal Penal, que precisamente permite la entradaí ó  
y registro en lugares cerrados sin una autorizaci n del propietario o encargado, yó  
sin una orden judicial previa, cuando “cuando las llamadas de auxilio de personas  
que se  encontraren en el  interior  u otros signos evidentes indicaren que en el  
recinto se est  cometiendo un delito, o que exista alg n indicio de que se está ú á  
procediendo a la destrucci n de objetos o documentos,  de cualquier clase,  queó  
pudiesen haber  servido o haber  estado destinados  a la  comisi n  de un hechoó  
constitutivo de delito,  o aquellos  que de ste  provinierené .  Hip tesis  que,  cabe” ó  
recordar, no se apreciaban en la especie, porque salvo la denuncia de la v ctima,í  
no exist an signos evidentes de la comisi n de un delito.í ó

Todo lo anterior es consistente, por lo dem s, con el hecho por lo dem sá – á  
muy extendido en la experiencia comparada- que el ingreso policial a un domicilio, 
sin una orden judicial y sin una circunstancia que lo justifique, es probablemente 
una de las conductas m s lesivas hacia la privacidad personal y al derecho queá  
cada uno tiene a limitar las injerencias del estado sobre su propia vida. De hecho 
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se podr a decir, parafraseando a una vieja jurisprudencia norteamericana, que elí  
ingreso policial forzado a una propiedad, sin autorizaci n judicial, sin autorizaci nó ó  
del propietario o encargado o sin que se est  frente a un supuesto que justificaé  
hacerlo ex art culo 206 del C digo adjetivo-, es el peor de los atentados a la– í ó  
garant a que pretende proteger nuestro art culo 19 N  5 de la Constituci n Pol ticaí í ° ó í  
de la Rep blica.ú

D CIMO:É  Que, por lo ya dicho, resulta evidente que la entrada y registro 
al domicilio de do a Alvara Paredes Flores se realiz  al margen de los supuestosñ ó  
justificantes  que  permite  nuestro  ordenamiento  en  la  especie,  cuando  as  lo– í  
consciente  el  propietario  o  encargado-  por  lo  que  la  prueba  obtenida  de  ese 
registro debe necesariamente ser excluida del juicio oral, por haber sido obtenida 
con  inobservancia  de  garant as  constitucionales,  en  los  t rminos  en  los  que  loí é  
consider  la juez ó a quo.

UND CIMO:É  Que nicamente queda una duda por despejar, a saber, elú  
efecto de la declaraci n de la detenci n como legal. A juicio de esta Corte loó ó  
anterior se resuelve con relativa facilidad, en el sentido que de los antecedentes 
f cticos  del  caso,  la  diferencia  temporal  entre  la  realizaci n  del  hecho  y  laá ó  
detenci n y la ausencia de argumentaci n sobre una cierta ostensibilidad f ctica deó ó á  
la relaci n de pertenencia del imputado con las cosas incautadas m s all  de losó – á á  
dichos de la denunciante- no aparece que en la especie fuese aplicable ni el inciso 
segundo ni el final del art culo 129 del C digo Procesal; el primero, porque elí ó  
registro excedi  la vestimenta y el equipaje del imputado y, porque a esa altura, laó  
polic a no ten a como saber o al menos eso no se acredit , salvo por los dichos deí í – ó  
la  v ctima-  que  el  veh culo  estacionado  en  el  domicilio  de  do a  Alba  Alvaraí í ñ  
Paredes Flores  fuera efectivamente del  imputado;  ni  el  inciso final,  porque,  en 
rigor, esto no fue un supuesto de una actual persecuci n (ó hot persuit),  que fue 
aquello que justific  esta modificaci n legal.ó ó

En este escenario, la alegaci n respecto de la buena fe de las polic as esó í  
improcedente,  porque  es  claro  que  ellas  sab an  que  no  pod an  ingresar  a  uní í  
domicilio sin la autorizaci n de la due a o encargada porque no se apreciaban losó ñ –  
supuestos del art culo 129 o 206 del C digo adjetivo-, porque de lo contrario nadaí ó  
explica que intentaran, una vez ya realizada la entrada y registro, conseguir la 
se alada firma, cuesti n que al fin consiguieron.ñ ó

DUOD CIMO:É  Que, no obstante lo se alado, la determinaci n de la juezñ ó  
a quo de excluir toda la prueba no puede ser enteramente compartida, porque la 
verificaci n de un supuesto de obtenci n de prueba con inobservancia de garant asó ó í  
fundamentales no tiene, necesariamente, el efecto amplificador pretendido en la 
resoluci n de excluir toda la prueba-, salvo que se aprecie aquello que se da enó –  
llamar el fruto del rbol envenenado (o de la evidencia secundaria); lo que en esteá  
caso  solo  se  verifica  respecto  de  cierta  evidencia  derivada,  a  saber,  la  prueba 
documental, pericial, material y los otros medios e prueba. As , no existe, en laí  
especie,  motivo para excluir el  testimonio de la v ctima,  ni de los  funcionariosí  
policiales, salvo en aquello que diga relaci n con el proceso de entrada y registro aló  
domicilio de do a Alvara Paredes Flores, y la posterior incautaci n de las especies. ñ ó

Y visto, adem s, lo dispuesto en los art culos 276, 277, 295, 323, 334 yá í  
dem s pertinentes del C digo Procesal Penal,  á ó se  confirma la resoluci n dictadaó  
por  la  se ora  Jueza  del  Juzgado  de  Garant a  de  San  Bernardo,  de  fechañ í  
veintinueve de marzo dos mil veintid s, ó con declaraci nó  que deben ser incluidos 
en el  auto de apertura del  juicio oral,  como prueba testimonial  del  Ministerio 
P blico,  los  testigos  Lorenzo  Carriel  Mart nez,  Glisner  Diaz  Jara,  y  Palomaú í  
Constanza Ruiz Ulloa, quienes podr n declarar sobre los puntos de prueba sobreá  
los cuales fueron presentados, salvo en lo que dice relaci n con el ingreso y registroó  
al domicilio de calle Los Ciruelos N  01145-A, departamento N  21, de la comuna° °  
de San Bernardo, y lo que fuera incautado en el mismo como en el veh culo queí  
ah  estaba estacionado.í
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Comun quese.í
Redacci n del abogado integrante se or Ignacio Castillo Val.ó ñ
Rol N 869-2022 penal °

Pronunciado  por  la  Primera  Sala  integrada  por  los  ministros  se or  Patricioñ  

Mart nez Benavides, se or Marcelo Ovalle Baz n (I) y el abogado integrante se orí ñ á ñ  

Ignacio Castillo Val. 
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Pronunciado por la Primera Sala de la Corte de Apelaciones de San Miguel integrada por Ministro Patricio Esteban

Martinez B., Ministro Suplente Marcelo Ignacio Ovalle B. y Abogado Integrante Ignacio Javier Castillo V. San Miguel,

dieciocho de abril de dos mil veintidós.

En San Miguel, a dieciocho de abril de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 02 de abril de 2022, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl
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